
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE – No se configura / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Responsabilidad del Estado por incursión subversiva al Ejército Nacional / CONFLICTO ARMADO - Ataque a unidades militares en la zona rural de Cartagena del Chairá-Caquetá por miembros de un grupo armado ilegal / ATAQUE CONTRA MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA - De los actores para pedir el reconocimiento de los perjuicios morales a favor de algunos de sus familiares
Así las cosas, como las providencias del Consejo de Estado enunciadas por los demandantes en el libelo introductorio no resultaban aplicables a la controversia planteada en la mentada acción de reparación directa, el hecho de que las autoridades accionadas no las hayan referenciado en la decisión cuestionada no se traduce en violación de los derechos constitucionales fundamentales aludidos en el escrito inicial. En virtud de lo anterior, se tiene que el fallo atacado no adolece de la causal específica de procedibilidad de la acción de tutela contra pronunciamientos judiciales denominada desconocimiento del precedente, lo que impone negar el amparo deprecado, no sin antes declarar la falta de legitimación en la causa por activa de los actores para pedir el reconocimiento de los perjuicios morales a favor de algunos de sus familiares, en atención a lo expuesto en el numeral 3.3.2 de este fallo
FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 86 / DECRETO 2591 DE 1991
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

SECCIÓN SEGUNDA

SUBSECCIÓN B

Consejero ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER
Bogotá, D. C., diez (10) de diciembre de dos mil dieciocho (2018)
Radicación número: 10001-03-15-000-2018-03571-00(AC)

Actor: ÉDGAR DE JESÚS MEJÍA ALFONSO, JHON JAIRO PATIÑO MORALES, ERMILSUN DE JESÚS MUÑOZ QUINTERO, JAIRO SÁNCHEZ PINEDA, DIEGO FERNANDO CORREA LOAIZA, ORLANDO JARAMILLO GUTIÉRREZ, OTONIEL TAMAYO MADROÑERO Y WILSON ALEDYS VARELAS VARELAS
Demandado: MAGISTRADOS DE LA SALA TRANSITORIA DE TRIBUNAL ADMINISTRATIVO Y JUEZ SEGUNDO (2) ADMINISTRATIVO DE FLORENCIA 

Procede la Sala a dictar la sentencia que en derecho corresponda dentro del trámite relacionado con la acción de tutela incoada por los señores Édgar de Jesús Mejía Alfonso, Jhon Jairo Patiño Morales, Ermilsun de Jesús Muñoz Quintero, Jairo Sánchez Pineda, Diego Fernando Correa Loaiza, Orlando Jaramillo Gutiérrez, Otoniel Tamayo Madroñero y Wilson Aledys Varelas Varelas, por la presunta vulneración de sus derechos constitucionales fundamentales al debido proceso, igualdad, acceso a la administración de justicia y reparación integral.
I. ANTECEDENTES

La solicitud de amparo (ff. 1 a 11 c. 1). Los señores Édgar de Jesús Mejía Alfonso, Jhon Jairo Patiño Morales, Ermilsun de Jesús Muñoz Quintero, Jairo Sánchez Pineda, Diego Fernando Correa Loaiza, Orlando Jaramillo Gutiérrez, Otoniel Tamayo Madroñero y Wilson Aledys Varelas Varelas, quienes actúan en nombre propio, presentan acción de tutela con el fin de obtener la protección de sus derechos constitucionales fundamentales a los que se hizo referencia, presuntamente quebrantados por los señores magistrados de la sala transitoria de tribunal administrativo y Juez Segundo (2.º) Administrativo de Florencia.
Como consecuencia de lo anterior, se dejen parcialmente sin efectos las sentencias de: (i) 3 de marzo de 2010, adicionada el 22 de julio siguiente, con la que el Juzgado Segundo (2.º) Administrativo de Florencia accedió a algunas de las pretensiones de la acción de reparación directa 18001-33-31-002-1999-00158-00 incoada contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional; y (ii) 30 de abril de 2018, con la que el tribunal administrativo (sala transitoria) modificó aquella decisión; y, en su lugar, se ordene a las autoridades accionadas dictar una nueva providencia en la que se les reconozca una indemnización adecuada por el daño antijurídico que sufrieron. 

Hechos. Relatan los accionantes que el 2 de marzo de 1998, cuando prestaban el servicio militar obligatorio en el Ejército Nacional e integraban unidades militares ubicadas en la zona rural de Cartagena del Chairá (Caquetá), fueron atacados por miembros de un grupo armado ilegal, quienes asesinaron a sesenta y dos (62) uniformados y secuestraron a otros cuarenta y tres (43), último grupo de los cuales hicieron parte.
Que instauraron la acción de reparación directa 18001-33-31-002-1999-00158-00 contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional
, con el propósito de declararla administrativamente responsable de los perjuicios que les causó la incursión subversiva, dado que tuvo lugar por la omisión de adoptar medidas para evitarla, ya que inteligencia tenía información de que se iba a ejecutar, y no contaban con el armamento e instrucción propicia. 

Dicen que el Juzgado Segundo (2.º) Administrativo de Florencia, con fallo 3 de marzo de 2010, accedió parcialmente a las súplicas de la demanda contencioso-administrativa, al estimar que el asalto armado se produjo por inobservancia de los parámetros preestablecidos para el movimiento de tropas y en razón a que los conscriptos no tenían el entrenamiento apropiado y sus armas no estaban en óptimo estado; como indemnización por concepto de daños morales se les otorgó noventa (90) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) y respecto de los materiales se impuso «una condena en abstracto en la modalidad de lucro cesante período futuro y consolidado»; no obstante, ese despacho judicial negó los menoscabos a la vida de relación.
Que contra la anterior decisión las partes interpusieron recursos de apelación; (i) la demandante, con la finalidad de que se incrementaran los detrimentos morales y se le otorgaran los negados; y (ii) la demandada, en aras de que se declarara que no incurrió en alguna falla del servicio.
Sostienen que el Tribunal Administrativo del Caquetá aprobó un acuerdo conciliatorio el 19 de junio de 2012, en la cual se convino transar sobre el 85% de la condena, pero como se no pactó el reconocimiento de los deterioros materiales, se dispuso que el litigio continuaría únicamente sobre estos daños. 
Que la mentada Colegiatura, el 30 de abril de 2018, desató las alzadas en el sentido de indicar que la indemnización en abstracto se confirmaba respecto de los señores Diego Fernando Correo Loaiza, Otoniel Tamayo Madroñero y Wilson Aledys Varelas Varelas, porque no habían pruebas de la disminución de su capacidad laboral, caso contrario a los señores Édgar de Jesús Mejía Alfonso, Ermilsun de Jesús Muñoz Quintero, Jhon Jairo Patiño, Jairo Sánchez Pineda y Orlando Jaramillo Gutíerrez, a quienes se les concedió 100, 60, 100, 10 y 60 smlmv, en su orden, como perjuicios materiales.
Aseveran que las providencias objeto de censura incurren en la causal específica de procedibilidad de la acción de tutela contra pronunciamientos judiciales denominada desconocimiento del precedente y, por ende, soslayan sus derechos constitucionales fundamentales aludidos en el libelo introductorio, comoquiera que no se les otorgaron los daños por violación a bienes constitucionalmente protegidos, a pesar de que los hechos que motivaron la instauración de la mentada demanda contencioso-administrativa constituyen una grave afectación de derechos humanos que compromete la responsabilidad agravada del Estado, de ahí que en virtud del control oficioso de convencionalidad se hiciera necesario resarcirlos, conforme lo ha señalado el Consejo de Estado
, pero como ello no ocurrió, se les impidió acceder a una reparación monetaria integral. 
Que las decisiones reprochadas también adolecen de defecto sustantivo, por cuanto en ellas no se les reconoció los daños morales a los integrantes de las familias de los uniformados Ermilsun de Jesús Muñoz Quintero; Orlando Jaramillo Gutiérrez y Wilson Aledys Varelas Varelas, a quienes no cobijó el acuerdo conciliatorio logrado en sede ordinaria, lo que impone ordenarle a las autoridades accionadas disponer el resarcimiento por tal menoscabo.  
II. TRÁMITE PROCESAL

Por alcanzar a satisfacer los requisitos formales, el Consejo de Estado, a través de auto de 8 de octubre de 2018 (ff. 14 y 15 c. 1), admitió la presente acción, ordenó notificar a los señores magistrados de la sala transitoria de tribunal administrativo y Juez Segundo (2.º) Administrativo de Florencia, y dispuso vincular al señor Ministro de Defensa Nacional
, en los términos del artículo 13 del Decreto 2591 de 1991.  
2.1 Contestaciones de la acción. 
2.1.1 La señora directora de asuntos legales del Ministerio de Defensa Nacional (ff. 21 y 22 c. 1) pide negar las pretensiones de la acción de tutela de la referencia, toda vez que no se evidencia que las sentencias atacadas contraríen posturas jurisprudenciales del Consejo de Estado, pues los actores omitieron en el trámite contencioso-administrativo probar la grave violación de derechos humanos a la que hacen referencia en el escrito inicial, descuido que no es dable subsanar a través del presente mecanismo constitucional. 

2.1.2 Los señores magistrados de la sala transitoria de tribunal administrativo (ff. 14 y 15 c. 1), por conducto del ponente del fallo de segunda instancia acusado, solicitan desestimar el amparo deprecado, comoquiera que esa decisión se dictó de conformidad con el ordenamiento jurídico, lo que impide atribuirle desconocimiento de los derechos constitucionales fundamentales aludidos en el libelo introductorio, máxime cuando sobre la controversia desatada a través de aquella operó el fenómeno procesal de la cosa juzgada. 

Que su pronunciamiento de 30 de abril de 2018 se dictó en atención a los argumentos expuestos en la apelación formulada contra el de 3 de marzo de 2010, dictado por el Juzgado Segundo (2.º) Administrativo de Florencia, los cuales no versaban sobre el resarcimiento de bienes constitucionalmente protegidos, a lo que tampoco se hizo mención en la demanda contencioso-administrativa 18001-33-31-002-1999-00158-00, por lo que no era posible abordar el reconocimiento de esos perjuicios, en virtud del principio de congruencia. 
2.1.3 El señor Juez Segundo (2. º) Administrativo de Florencia guardó silencio.  
III. CONSIDERACIONES DE LA SALA

3.1 Competencia. Corresponde a esta Colegiatura, en virtud de las reglas de reparto de la acción de tutela, previstas en el Decreto 1382 de 2000, establecer si en el presente caso hay lugar al amparo reclamado por los tutelantes, quienes aducen quebranto de sus derechos constitucionales fundamentales al debido proceso, igualdad, acceso a la administración de justicia y reparación integral.
3.2 La acción. Como se sabe, la acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Carta Política y reglamentada por los Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000, como mecanismo directo y expedito para la protección de los derechos constitucionales fundamentales, permite a las personas reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de ellos cuando quiera que resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, siempre que no se disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se trate de impedir un daño irremediable, en cuyo evento procede como mecanismo transitorio.
3.3 Cuestiones preliminares. 
3.3.1 Delimitación del litigio. En el asunto sub examine, los actores piden dejar sin efectos las sentencias de: (i) 3 de marzo de 2010, adicionada el 22 de julio siguiente, con la que el Juzgado Segundo (2.º) Administrativo de Florencia accedió parcialmente a las pretensiones de la acción de reparación directa 18001-33-31-002-1999-00158-00 incoada contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional; y (ii) 30 de abril de 2018, con la que el tribunal administrativo (sala transitoria) modificó aquella decisión.
Sin embargo, la Sala únicamente centrará su estudio jurídico en el fallo de 30 de abril de 2018, por ser el que al decidir los recursos de apelación interpuestos contra el de 3 de marzo de 2010, puso fin a dicho proceso contencioso-administrativo.

3.3.2 Legitimación en la causa por activa. Los demandantes afirman que la providencia censurada incurre en defecto sustantivo, comoquiera que en ella no se les reconocieron los perjuicios morales al grupo familiar de los uniformados Ermilsun de Jesús Muñoz Quintero, Orlando Jaramillo Gutiérrez y Wilson Varelas Varelas, quienes no fueron beneficiados por el acuerdo conciliatorio suscrito con la parte demandada en sede ordinaria.
Con la finalidad de establecer si los accionantes cuentan con legitimación en la causa por activa para pedir los mencionados menoscabos, es menester tener en cuenta que esta hace referencia a la capacidad de la cual goza una persona para acudir a la administración de justicia en aras de proteger sus garantías, cuando las estime vulneradas.

En la acción de tutela, ese presupuesto procesal está supeditado a la titularidad de las garantías constitucionales, es decir, solo puede incoarla quien sea titular de los derechos constitucionales fundamentales quebrantados o amenazados, dado que es la persona que tiene un interés directo en las resultas de este mecanismo constitucional
.

En el sub lite, la Sala evidencia que la acción de tutela de la referencia fue incoada por los señores Édgar de Jesús Mejía Alfonso, Jhon Jairo Patiño Morales, Ermilsun de Jesús Muñoz Quintero, Jairo Sánchez Pineda, Diego Fernando Correa Loaiza, Orlando Jaramillo Gutiérrez, Otoniel Tamayo Madroñero y Wilson Aledys Varelas Varelas, y no adujeron actuar como agentes oficiosos de algunos de sus familiares ni tampoco se constata que se colmen las exigencias de esa figura procesal, situación que impone concluir que carecen de legitimación en la causa por activa para pedir el reconocimiento de perjuicios morales a favor de sus parientes.
En otras palabras, como los actores deprecan la protección de derechos constitucionales fundamentales ajenos y no se observa que se cumplan los requisitos de la agencia oficiosa, a saber, la manifestación expresa de que obran como agentes oficiosos, la imposibilidad del titular de las garantías constitucionales de asumir su defensa y la ratificación de los agenciados de tal circunstancia, se hace necesario declarar la falta de legitimación en la causa por activa de aquellos para reclamar los mencionados menoscabos a favor de algunos de sus consanguíneos.
Así las cosas, en esta providencia no se emitirá pronunciamiento alguno sobre el defecto sustantivo planteado en el libelo introductorio, por lo que el análisis que se efectuará en esta instancia se limitará únicamente al estudio de la causal específica de procedibilidad de la acción tutela contra decisiones judiciales denominada desconocimiento del precedente, invocada en el escrito inicial. 
3.4 Problema jurídico. Se contrae a determinar si es dable a través de la acción de tutela, examinar el eventual quebranto de derechos de linaje constitucional fundamental que pueda comportar la sentencia de 30 de abril de 2018, por medio de la cual el tribunal administrativo (sala transitoria) modificó la de 3 de marzo de 2010, con la que el Juzgado Segundo (2.º) Administrativo de Florencia accedió parcialmente a las pretensiones de la acción de reparación directa 18001-33-31-002-1999-00158-00 incoada por los aquí tutelantes, entre otras personas, contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional; y en caso afirmativo, si se han vulnerado las garantías superiores al debido proceso, igualdad, acceso a la administración de justicia y reparación integral aludidos en la solicitud de amparo.

3.5 La acción de tutela contra providencias judiciales. El debate jurisprudencial sobre la procedencia de la tutela contra decisiones judiciales tiene génesis en la sentencia C-543 de 1992 de la Corte Constitucional que declaró la inexequibilidad del artículo 40 del Decreto 2591 de 1991. Más adelante, la misma Corte permitió de manera excepcional y frente a la amenaza de derechos fundamentales, el reexamen de la decisión judicial en sede de tutela, con la finalidad de establecer si el fallo judicial se adoptó, en apariencia revestida de forma jurídica, cuando en realidad envolvía una vía de hecho. 

La vía de hecho entendida como una manifestación burda, flagrante y desprovista de todo vestigio de legalidad, inspiró la posibilidad de instaurar la acción de tutela contra decisiones judiciales, pues no obstante el reconocimiento al principio de autonomía funcional del juez, quien la administra quebranta, bajo la forma de una providencia judicial, derechos fundamentales. 

La evolución de la jurisprudencia condujo a que desde la sentencia T-231 de 1994 se determinaran cuáles defectos podían conducir a que una sentencia fuera calificada como vía de hecho, para lo cual sostuvo que esta se configura cuando se presenta, al menos, uno de los siguientes vicios o defectos protuberantes: (i) defecto sustantivo, que se produce cuando la decisión controvertida se funda en una norma indiscutiblemente inaplicable; (ii) defecto fáctico, que ocurre cuando resulta indudable que el juez carece de sustento probatorio suficiente para proceder a aplicar el supuesto legal en el que se sustenta la decisión; (iii) defecto orgánico, se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; y (iv) defecto procedimental, que aparece en aquellos eventos en los que se actuó completamente al margen del procedimiento previsto. 

Esta doctrina constitucional ha sido reiterada en varias decisiones de unificación proferidas por la sala plena de la Corte Constitucional, entre las cuales están las sentencias SU-1184 de 2001 y SU-159 de 2002.

Posteriormente, mediante sentencia C-590 de 2005, la Corte Constitucional destacó el carácter excepcional de la acción de tutela, vale decir cuando de manera protuberante se vulneren o amenacen derechos fundamentales. La regla general de improcedencia de la acción de tutela contra tales decisiones, se expone en la citada providencia al destacar que incluso las sentencias judiciales constituyen ámbitos ordinarios de reconocimiento y realización de los derechos fundamentales y, además, porque el valor de cosa juzgada de las sentencias, la garantía del principio de seguridad jurídica y la autonomía e independencia son principios que caracterizan a la jurisdicción en la estructura del poder público.  

En otro aparte, en la mencionada decisión se precisó:

[…] 22. Con todo, no obstante que la improcedencia de la acción de tutela contra sentencias es compatible con el carácter de ámbitos ordinarios de reconocimiento y realización de los derechos fundamentales inherente a los fallos judiciales, con el valor de cosa juzgada de las sentencias y con la autonomía e independencia que caracteriza a la jurisdicción en la estructura del poder público; ello no se opone a que en supuestos sumamente excepcionales la acción de tutela proceda contra aquellas decisiones que vulneran o amenazan derechos fundamentales […].

Así las cosas, se elaboró el test de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales, con fin de destacar los eventos excepcionales de aplicación, los cuales deben satisfacerse plenamente para identificar cuándo una sentencia judicial puede someterse al examen de orden estrictamente constitucional, con el fin de precisar si con la actuación se afectan derechos de relevancia constitucional o si no alcanza a vulnerarlos puesto que se profirió dentro del marco de actuación propio de los órganos judiciales ordinarios.  

Tales presupuestos son: (i) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; lo anterior porque el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (ii) Que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. Al respecto señala la Corte Constitucional que de no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales. (iii)  Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración. (iv) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. Dicha irregularidad debe comportar grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse frente a crímenes de lesa humanidad, y la protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio, por ello hay lugar a la anulación del juicio. (v) Que el actor identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos quebrantados y que lo hubiere alegado en el proceso judicial siempre que esto hubiese sido posible. Sobre este punto, la Corte anota que esta exigencia es comprensible, pues sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el accionante tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos. (vi) Que no se trate de sentencias de tutela, dado el riguroso proceso de selección que hace la Corporación. 

Asimismo, bajo el rótulo de las causales de procedibilidad se rediseñó el ámbito de comprensión de la acción de tutela contra sentencias judiciales y quedó superada la noción de vía de hecho por la de decisión ilegítima con el propósito de destacar la excepcionalidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales, la cual solamente cuando tenga eminente relevancia constitucional resulta procedente.

Al respecto, la Corte indica que los defectos o vicios que debe presentar la decisión que se juzga, son: (i) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece de competencia; (ii) defecto procedimental absoluto, se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; (iii) defecto fáctico, que surge cuando el juzgador carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; (iv) defecto material o sustantivo, cuando se funda la decisión en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre las consideraciones y la decisión; (v) error inducido, se da cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y esto lo condujo adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales; (vi) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento por parte de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones; (vii) desconocimiento del precedente, según la Corte Constitucional, en estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental quebrantado; y (viii) violación directa de la Constitución, que procede cuando la decisión judicial supera el concepto de vía de hecho, vale decir, en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, sí se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales.

La Sala se ha detenido en el análisis de la posición de la Corte Constitucional en lo concerniente a la procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales, por las razones que se exponen a continuación:

La primera es que en este aspecto, comparte plenamente la idea cardinal de que en el Estado social de derecho la prevalencia de los derechos constitucionales fundamentales compromete la actuación de «cualquier autoridad pública» (artículo 86 de la CP), incluidos desde luego los jueces de la República de todas las jurisdicciones y rangos.

En segundo lugar, de acuerdo con los derroteros jurisprudenciales de la Corte Constitucional aunque la acción de tutela resulta procedente contra providencias judiciales, esta comporta carácter excepcional y no puede significar, en modo alguno, una prolongación indefinida del debate jurídico.

En tercer lugar, la metodología contenida en la jurisprudencia constitucional para verificar si una decisión judicial debe o no ser tutelada, constituye un valioso mecanismo para resolver el asunto, cuya adopción facilita el análisis de este complejo problema. 

Por último, es pertinente destacar que la sala plena de lo contencioso- administrativo del Consejo de Estado, la cual había sostenido que la acción de tutela resultaba improcedente para controvertir decisiones judiciales
, rectificó su posición, mediante sentencia de 31 de julio de 2012
, y dispuso que la acción constitucional es procedente contra providencias, cuando vulneren derechos constitucionales fundamentales, con ancia de los parámetros fijados jurisprudencialmente, así como los que en el futuro determine la ley y la jurisprudencia; lineamientos que esta subsección con anterioridad al fallo citado ha aplicado en los términos antes expuestos
.

3.6 Caso concreto. Analizados los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales, en el sub lite se observa que: (i) el asunto planteado es de relevancia constitucional, pues recae sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, acceso a la administración de justicia y reparación integral de los actores; (ii) contra el fallo objeto de censura no procede recurso alguno; (iii) se establecieron los hechos que originaron el presunto quebranto de las aludidas garantías superiores; (iv) la exigencia de inmediatez está satisfecha, porque la providencia atacada quedó ejecutoriada
 el 22 de junio de 2018 y la solicitud de amparo se instauró el 24 de septiembre siguiente, es decir, dentro de un término prudencial (3 meses y 2 días después), y (v) la sentencia acusada no decidió una acción de tutela.

3.6.1 Hechos probados. Del escrito de tutela y las pruebas obrantes en el expediente, se destaca lo siguiente:

a) El 3 de marzo de 1999, los aquí tutelantes, junto con otras personas, incoaron la acción de reparación directa 18001-33-31-002-1999-00158-00 contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional, con el propósito de que se declarara administrativamente responsable de los perjuicios que les causó el ataque subversivo  y secuestro del que fueron objeto cuando integraban dicha institución, acaecido el 2 de marzo de 1998 en el área rural de Cartagena del Chairá (Caquetá), y se ordenara resarcirles esos menoscabos (ff. 145 a 192 c. 2).
En la demanda contencioso-administrativa se afirmó que los militares no recibieron el entrenamiento adecuado antes de ser enviados a una zona de alta presencia guerrillera; además, el armamento con el que contaban no era óptimo para enfrentar a los insurgentes y no se adoptaron medidas para de evitar el asalto, pese a que se tenía información del constante movimiento de varias «columnas» de las Fuerzas Armadas Revoluciones de Colombia (FARC) cerca de donde estaban los uniformados, lo que se traducía en una falla del servicio que comprometía la responsabilidad extracontractual del Estado.
b) El Juzgado Segundo (2.º) Administrativo de Florencia, el 3 de marzo de 2010, accedió parcialmente a las pretensiones enunciadas en el letra precedente, al considerar que los militares fueron sometidos a un riesgo mayor al que deben asumir los miembros de la fuerza pública, lo que equivale a una falla administrativa, toda vez que el equipo de guerra era insuficiente y no se suplió a casi el 50% del personal que estaba de «licencia», a pesar de que se presentaron combates días antes a la incursión guerrillera (ff. 800 a 938 c. 4).

Se ordenó reconocerles a los aquí tutelantes noventa (90) smlmv por concepto de perjuicios morales, se condenó en abstracto los materiales y se negó los de la vida de relación.
c) La anterior providencia se adicionó el 22 de julio de 2010, en el sentido de ordenar el resarcimiento a favor de algunos demandantes a quienes no se hizo referencia (ff. 981 a 983 c. 4).

d) Contra el fallo de primera instancia las partes interpusieron recursos de apelación; (i) la demandante, porque no se le concedió los menoscabos en montos adecuados y se excluyeron de la indemnización a algunos actores (ff. 190 a 1012 c. 4); y (ii) la demandada, en la medida en que los sucesos que motivaron el inicio del trámite contencioso-administrativo tuvieron lugar por acciones de subversivos, de ahí que se configurara el eximente de responsabilidad hecho de un tercero (ff. 1018 a 1022 c. 4).
e) El comité de conciliación del Ministerio de Defensa Nacional, el 30 de noviembre de 2010, propuso conciliar con los aquí accionantes hasta el 85% del valor de la condena (ff. 1075 y 1076 c. 4), por lo que el Tribunal Administrativo del Caquetá, el 13 de marzo de 2012, celebró la respectiva audiencia, en la cual aquellos aceptaron el acuerdo planteado, pero se indicó que el litigio seguiría frente al reconocimiento de los daños materiales y a la vida de relación (ff. 1047 a 1050 c. 4), lo que aceptó la mentada Corporación el 19 de junio siguiente (ff. 1174 a 1198 c. 5).
f) El tribunal administrativo (sala transitoria), mediante sentencia de 30 de abril de 2018, desató las alzadas interpuestas contra la de primera instancia, en el sentido de modificarla, pues declaró la falta de legitimación en la causa por activa de una demandante y dispuso otorgarle a los aquí tutelantes los detrimentos a la salud (ff. 1330 a 1377 c. 5).
Hechas las anteriores precisiones fácticas, la Sala efectuará las siguientes acotaciones jurídicas con el propósito de dilucidar si el pronunciamiento atacado quebranta mandatos superiores.

3.6.2 Desconocimiento del precedente. Los demandantes afirman que la providencia objeto de censura incurre en desconocimiento del precedente, por cuanto en ella las autoridades accionadas no se pronunciaron sobre los perjuicios a los bienes constitucionalmente protegidos, a pesar de que el Consejo de Estado
 ha señalado que los ataques guerrilleros a instalaciones militares involucran afectación de aquellos menoscabos, dado que involucran grave violación de derechos humanos que comprometen la responsabilidad agravada del Estado, omisión que les impidió acceder a una reparación económica integral. 
Con la finalidad de determinar la prosperidad del anterior argumento, es menester tener en cuenta que el desconocimiento del precedente tiene dos modalidades: (i) como causal autónoma de procedencia de la tutela contra providencia judicial cuando se trata del precedente constitucional, y (ii) como defecto sustantivo por el desconocimiento del precedente judicial. La primera tiene su origen en el artículo 241 superior y se predica exclusivamente de los precedentes fijados por la Corte Constitucional en su jurisprudencia
, y la segunda hace referencia a cuando la autoridad jurisdiccional se aparta del precedente horizontal o vertical sin justificación suficiente, lo que lleva a concluir que la providencia adolece de un defecto sustantivo
 conforme a los principios del debido proceso, igualdad y buena fe
.

Asimismo, en relación con esta última modalidad se han diferenciado los conceptos de antecedente y precedente, así
:

28. El precedente judicial es la figura jurídica, que sirve como dispositivo de preservación de la confianza de la ciudadanía en el ordenamiento, al conllevar la previsibilidad de las consecuencias jurídicas de sus actos, que más que en las disposiciones jurídicas, se encuentra en la interpretación que de ellas se hace
. En tal sentido, se concibe como “la sentencia o el conjunto de ellas, anteriores a un caso determinado, que por su pertinencia y semejanza en los problemas jurídicos resueltos, debe necesariamente considerarse por las autoridades judiciales al momento de emitir un fallo.”

Sin embargo, el precedente no debe identificarse plenamente con la sentencia, sino con la regla que de ella se desprende, aquella decisión judicial que se erige, no como una aplicación del acervo normativo existente, sino como la consolidación de una regla desprendida de aquel y extensible a casos futuros
, con identidad jurídica y fáctica. 

Con ocasión de la citada definición, y bajo el entendimiento de que “no todo lo que dice una sentencia es pertinente para la definición de un caso posterior, como se ha visto”
, esta Corporación ha hecho una distinción entre lo que se denomina antecedente jurisprudencial y precedente, en sentido estricto. En las Sentencias T-830 de 2012 y T-714 de 2013 se ha precisado al respecto que:

“El (…) –antecedente- se refiere a una decisión de una controversia anterior a la que se estudia, que puede tener o no algunas similitudes desde el punto de vista fáctico, pero lo más importante es que contiene algunos puntos de Derecho (e.g. conceptos, interpretaciones de preceptos legales, etc.) que guían al juez para resolver el caso objeto de estudio. Por tanto, los antecedentes tienen un carácter orientador, lo que no significa (a) que no deban ser tenidos en cuenta por el juez a la hora de fallar, y (b) que lo eximan del deber de argumentar las razones para apartarse, en virtud de los principios de transparencia e igualdad. (…)

 [Entretanto, el] –precedente-[…], por regla general, es aquella sentencia o conjunto de sentencias que presentan similitudes con un caso nuevo objeto de escrutinio en materia de (i) patrones fácticos y (ii) problemas jurídicos, y en las que en su ratio decidendi se ha fijado una regla para resolver la controversia, que sirve también para solucionar el nuevo caso.”

Puede predicarse la existencia de un precedente, en los eventos en los cuales: 

“(i) los hechos relevantes que definen el asunto pendiente de fallo son semejantes a los supuestos de hecho que enmarcan un caso del pasado.

(ii) la consecuencia jurídica aplicada a los supuestos del caso pasado, constituye la pretensión del caso presente.

(iii) la regla jurisprudencial no ha sido cambiada en una distinta o más específica que modifique algún supuesto de hecho para su aplicación”.

Ahora bien, conforme la entidad frente a la que debe conservarse la univocidad de la decisión, se habla de un precedente horizontal y uno vertical
. Este último se considera como aquel que se impone en virtud de las competencias jerárquicas que se desprenden de la organización del aparato de administración de justicia, a causa del cual el sentenciador debe acatar los lineamientos fijados por “las instancias superiores encargadas de unificar jurisprudencia dentro de la respectiva jurisdicción o a nivel constitucional. Así, para la mayoría de asuntos, el precedente vertical que deben seguir los funcionarios judiciales lo determina la Corte Suprema de Justicia o el Consejo de Estado, como órganos de cierre dentro de su respectiva jurisdicción. En los casos en los que no son susceptibles de ser revisados por las autoridades mencionadas, son los tribunales los encargados de establecer criterios hermenéuticos para los operadores judiciales inferiores”
.

29. De tal forma aquel que puede considerarse precedente para un caso posterior, debe consultar la materia del debate que se ventila y la fuente a la que obedece. Como quiera que la fuente puede ser constitucional y no situarse en el rango legal, es posible considerar que la aplicación del precedente de la jurisdicción ordinaria no resulte suficiente en sede constitucional para integrar todos los elementos de juicio relevantes para un caso concreto.

La misma jurisprudencia constitucional ha precisado que el precedente no solo es orientador sino obligatorio, porque (i) si bien es cierto que los jueces únicamente están sometidos al imperio de la ley, también lo es que esta en su sentido amplio comprende todas las fuentes de derecho, incluidas las sentencias, el bloque de constitucionalidad y la jurisprudencia de los órganos de cierre en cada jurisdicción
; (ii) su fuerza vinculante se funda en la aplicación de los principios de igualdad, debido proceso y buena fe, pues se debe garantizar la certidumbre en las decisiones de los jueces a la luz de la seguridad jurídica y la confianza legítima frente al ordenamiento jurídico; y (iii) es la solución más adecuada al problema jurídico que se plantea, salvo que en atención a su autonomía e independencia, se aparte por considerar que tiene mejores razones o justificaciones para decidirlo y las sustente de manera expresa, amplia y suficiente
.

Así, se entiende por precedente judicial, como interpretación consolidada de la ley, el conjunto de razones reiteradas, amplias y consolidadas por el juez para dirimir los conflictos que conoce, que deben ser tenidas en cuenta al resolver controversias posteriores siempre que entre el asunto ya decidido y el que está por resolverse medie una correspondencia entre las situaciones fácticas y jurídicas
. En otras palabras, la administración de justicia debe solucionar los litigios a su cargo de acuerdo con a la línea jurisprudencial vertical u horizontal, ya que constituye una pauta para la solución de casos idénticos que protege los principios de seguridad jurídica e igualdad, entre otros. 

Por lo anterior, el precedente es el elemento esencial para verificar si con una decisión judicial se han vulnerado o no los derechos constitucionales fundamentales a la igualdad y debido proceso, toda vez que los jueces deben acoger, en procesos con similares fundamentos fácticos, las directrices impartidas por los órganos de cierre en cada una de las jurisdicciones o apartarse razonadamente de ellas.

En lo atañedero a la posibilidad de aislarse del precedente, la Corte Constitucional ha precisado que es dable siempre que se empleen argumentos jurídicamente razonables y suficientes que protejan en mayor medida el ordenamiento jurídico, en especial las normas constitucionales. Al respecto, dicha Corporación
 sostuvo:

32. No obstante lo anterior, el deber de aplicación del precedente no es absoluto, por lo que el funcionario judicial puede apartarse válidamente de él, bajo las garantías que le otorgan los principios de independencia y autonomía judicial. Para hacerlo, el juzgador debe (i) hacer referencia al precedente que va a dejar de aplicar y (ii) ofrecer una justificación razonable, seria, suficiente y proporcionada, que haga manifiestas las razones por las que se aparta de la regla jurisprudencial previa.

Ahora bien, con la finalidad de determinar si la providencia censurada en el asunto sub judice desconoce mandatos superiores, se hace necesario agotar el siguiente análisis jurídico. 

3.6.2.1 Perjuicios por violación de bienes constitucionalmente protegidos. En virtud del artículo 90 de la Constitución Política, cuando las actuaciones de los agentes del Estado ocasionan a una persona un daño antijurídico, es decir, un perjuicio que no está en la obligación de soportar, surge el deber de aquel de resarcirlo, y el derecho de esta a que así sea. 

Ahora, si bien el menoscabo de los derechos de los individuos atribuible al Estado le impone el deber a este de recomponerlos, es menester advertir que la reparación depende de la naturaleza de la garantía que se conculcó. Por ello, en el evento en que el daño quebrante derechos humanos, el desagravio adquiere una connotación distinta, ya que opera el concepto de responsabilidad agravada, adoptado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos
, y sobre el cual el Consejo de Estado
 dijo:

[…] en aquellos casos sometidos al conocimiento del juez contencioso administrativo, en los cuales se encuentren configuradas violaciones graves o sistemáticas a derechos humanos o al derecho internacional humanitario, resulta procedente -y en los términos de la Convención Americana, obligada- la declaratoria de la “responsabilidad agravada del estado colombiano” […].

En los eventos en que se configure dicha responsabilidad agravada, esto es, cuando el daño antijurídico que se le atribuye a la acción u omisión de agentes del Estado involucre graves violaciones de derechos humanos, el juez cuenta con un amplio margen para adoptar las medidas que considere pertinentes con la finalidad de restablecerlos efectivamente, como las simbólicas o restaurativas. Así lo explicó esta Corporación
:

[…] la reparación integral en el ámbito de los derechos humanos supone, no sólo el resarcimiento de los daños y perjuicios que se derivan, naturalmente, de una violación a las garantías de la persona reconocidas internacionalmente, sino que también implica la búsqueda del restablecimiento del derecho vulnerado, motivo por el cual se adoptan una serie de medidas simbólicas y conmemorativas, que no propenden por la reparación de un daño (strictu sensu), sino por la restitución del núcleo esencial del derecho o derechos infringidos.

En aras de velar por la reparación integral de los deterioros antijurídicos relacionados con graves afectaciones de derechos humanos, el Consejo de Estado (sección tercera) ha creado un tipo de perjuicio inmaterial autónomo denominado violación de bienes constitucionalmente protegidos, que se configura cuando las autoridades públicas desconocen garantías inherentes a las personas. 

Ese daño inmaterial puede ser resarcido por el juez contencioso-administrativo a petición de parte o de manera oficiosa, debido a que el ordenamiento jurídico interno y las normas convencionales imponen la obligación de restablecer los derechos humanos de forma integral, cuando resulten quebrantados de forma grave. Así lo expresó esta Colegiatura
:

[…] en materia de perjuicios inmateriales, se reconocerá de oficio o solicitud de parte, la afectación o vulneración relevante de bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados. La cual procederá siempre y cuando, se encuentre acreditada dentro del proceso su concreción y se precise su reparación integral. Se privilegia la compensación a través de medidas de reparación no pecuniarias a favor de la víctima directa y a su núcleo familiar más cercano.

Tal enunciado fue fijado por el Consejo de Estado (sección tercera) en el «documento final aprobado mediante acta del 28 de agosto de 2014 referentes para la reparación de perjuicios inmateriales», en el cual precisó los parámetros que deben tenerse en cuenta para determinar el monto de las indemnizaciones por daños inmateriales. 

Resulta oportuno destacar que la regla general es que el menoscabo  se compensa a través de medidas no pecuniarias (simbólicas y de no repetición
); no obstante, se ha aceptado que estas sean económicas cuando el juez considere que aquellas son insuficientes, impertinentes, inoportunas o imposibles para lograr una reparación integral, las cuales no pueden ser superiores a 100 smlmv. Sobre este punto, el Consejo de Estado
 dijo:

En casos excepcionales, cuando las medidas de satisfacción no sean suficientes o posibles para consolidar la reparación integral podrá otorgarse una indemnización, única y exclusivamente a la víctima directa, mediante el establecimiento de una medida pecuniaria de hasta 100 SMLMV, si fuere el caso, siempre y cuando la indemnización no hubiere sido reconocida con fundamento en el daño a la salud. Este quantum deberá motivarse por el juez y ser proporcional a la intensidad del daño.

Cabe aclarar que el juez contencioso-administrativo goza de cierta discrecionalidad en aras de ordenar la compensación monetaria de los menoscabos originados en afectación de bienes constitucionalmente protegidos, la cual tiene lugar cuando considere que las órdenes no dinerarias son insuficientes, impertinentes, inoportunas o imposibles para garantizar una reparación integral, pero el monto deberá ser proporcional a la intensidad del daño y naturaleza del bien o derecho afectado.  

En virtud de ese derrotero jurisprudencial, se evidencia que el resarcimiento del estudiado detrimento inmaterial, por regla general, se logra a través de medidas no pecuniarias, y solo hay lugar a declarar una compensación económica cuando el juez estime que aquellas no son adecuadas, salvo que «no hubiere sido indemnizado ya a título de daño a la salud»
.

Visto lo anterior, en el asunto sub judice la Sala constata que los aquí tutelantes, como miembros de la fuerza pública, el 2 de marzo de 1998 fueron objeto de un ataque guerrillero en zona rural de Cartagena del Chairá (Caquetá), donde resultaron secuestrados, por lo que luego de recobrar su libertad incoaron acción de reparación directa 18001-33-31-002-1999-00158-00 contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional, con el propósito de que se declarada administrativamente responsable de los perjuicios que les causó tal suceso y se le ordenara resarcirlos. 
El Juzgado Segundo (2.º) Administrativo de Florencia, el 3 de marzo de 2010, accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, al considerar que el asalto subversivo comprometía la responsabilidad extracontractual del Estado comoquiera que los uniformados no tenían el entrenamiento adecuado, el 50% del personal estaba de permiso y no fue suplido, aquellos no contaban con el armamento necesario para enfrentar la acción bélica y tampoco se adoptaron medidas en aras de evitarla, a pesar de que inteligencia militar recibió información de la movilización de un gran número de guerrilleros al sitio donde tuvo lugar la incursión. 
En dicha decisión se reconoció noventa (90) smlmv a los aquí accionantes por concepto de daños morales y sobre los materiales se dispuso una indemnización en abstracto, porque no había forma de calcular el lucro cesante; adicionalmente, se negaron los menoscabos a la vida de relación. 

Contra la anterior providencia las partes interpusieron recursos de apelación, y en el trámite de segunda instancia se conciliaron únicamente los perjuicios morales en un monto del 85% de lo otorgado en primera instancia.
El tribunal administrativo (sala de descongestión), con sentencia de 30 de abril de 2018, desató las alzadas y modificó la de primera instancia, en el sentido de declarar la falta de legitimación en la causa por activa de una demandante ordinaria y concederle los deterioros a la salud a los aquí tutelantes.

Los accionantes sostienen que la providencia enunciada en el anterior párrafo desconoce el precedente del Consejo de Estado
 relacionado con el resarcimiento pecuniario de los daños por violación de bienes constitucionalmente protegidos, toda vez que los hechos que motivaron la instauración de la demanda contencioso-administrativa son constitutivos de graves afectaciones de derechos humanos, por lo que se debían indemnizar esos menoscabos.  
Luego de analizar los fallos de esta Corporación en los cuales los actores fundaron el cargo de desconocimiento del precedente, se evidencia que en la de: (i) 27 de abril de 2016
 se trató un asunto de ejecución extrajudicial de un niño campesino presentado como guerrillero muerto en combate; (ii) 13 de marzo de 2017
 se resolvió un litigio por el fallecimiento de un trabajador del campo provocado por miembros del Ejército Nacional; y (iii) 12 de junio siguiente
 se desató una controversia que versaba sobre el deceso de un transportador de carga a manos de agentes de la Policía Nacional.

En ese orden de ideas, esas providencias que los accionantes invocan como desatendidas no guardan similitud fáctica con el caso decidido en segunda instancia a través del fallo reprochado, pues los hechos que motivaron la presentación de la acción de reparación directa 18001-33-31-002-1999-00158-00 están relacionados con un ataque guerrillero donde se le produjo un daño antijurídico al personal de la fuerza pública, circunstancia que impide aplicar en el sub lite las consideraciones expuestas por esta Colegiatura en los pronunciamientos enunciados en el párrafo que antecede.
Ahora, si bien en el fallo de 11 de abril de 2016
 se desató una demanda contencioso-administrativa en la que se pedía declarar la responsabilidad extracontractual del Estado por la toma subversiva a la base de antinarcóticos ubicada en Miraflores (Guaviare), ejecutada el 3 de agosto de 1998, y el posterior secuestro de algunos soldados, en ese expediente ordinario se pusieron de presente tratos crueles por parte de los insurgentes, lo que conllevó a imponer medidas no pecuniarias en aras de compensar los perjuicios por violación de bienes constitucionalmente protegidos.
No obstante, en el proceso de reparación directa que ahora nos ocupa los aquí accionantes no hicieron referencia a ese aspecto, es decir, que durante su cautiverio fueron víctimas de vejámenes, lo que imposibilitaba aplicar las consideraciones empleadas por esta Colegiatura en el pronunciamiento de 11 de abril de 2016, dado que no se constata graves violaciones de derechos humanos que ameriten la adopción de medidas tendientes a reestablecer los mentados detrimentos.
Cabe advertir que aunque el ordenamiento jurídico interno no señala qué delitos constituyen grave violación de garantías inalienables, en virtud del derecho blando (soft law)
, relacionado con el sistema interamericano de derechos humanos, se tiene que gozan de tal connotación las conductas delictivas de tortura
, desaparición forzada
, ejecuciones extrajudiciales
 o violencia contra la mujer
, las cuales no se evidencia que hayan concurrido en el asunto desatado a través del fallo cuestionado, de ahí que no era menester que los tutelados se pronunciaran sobre los menoscabos por violación de bienes constitucionalmente protegidos.

Es oportuno advertir que el resarcimiento de tales daños, en principio, es no pecuniario, pues se privilegian medidas simbólicas con la finalidad de recordar lo ocurrido y así reivindicar los derechos de las víctimas a la verdad, justicia, reparación y no repetición, de manera que el argumento de los actores, consistente en que la no reparación de aquellos les impide acceder a una indemnización monetaria adecuada, no está en correspondencia con la naturaleza de ese deterioro.
Asimismo, el Consejo de Estado ha explicado que ocasionalmente es posible ordenar la reparación de los pluricitados detrimentos de manera dineraria, pero para ello es menester que no se haya reconocido el daño a la salud
, presupuesto que no se colma en el expediente 18001-33-31-002-1999-00158-00, pues a los tutelantes se les otorgó.

Así las cosas, como las providencias del Consejo de Estado enunciadas por los demandantes en el libelo introductorio no resultaban aplicables a la controversia planteada en la mentada acción de reparación directa, el hecho de que las autoridades accionadas no las hayan referenciado en la decisión cuestionada no se traduce en violación de los derechos constitucionales fundamentales aludidos en el escrito inicial. 

En virtud de lo anterior, se tiene que el fallo atacado no adolece de la causal específica de procedibilidad de la acción de tutela contra pronunciamientos judiciales denominada desconocimiento del precedente, lo que impone negar el amparo deprecado, no sin antes declarar la falta de legitimación en la causa por activa de los actores para pedir el reconocimiento de los perjuicios morales a favor de algunos de sus familiares, en atención a lo expuesto en el numeral 3.3.2 de este fallo. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, sala de lo contencioso-administrativo, sección segunda, subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución Política,

FALLA:

1. Declárase la falta de legitimación en la causa por activa de los señores Édgar de Jesús Mejía Alfonso, Jhon Jairo Patiño Morales, Ermilsun de Jesús Muñoz Quintero, Jairo Sánchez Pineda, Diego Fernando Correa Loaiza, Orlando Jaramillo Gutiérrez, Otoniel Tamayo Madroñero y Wilson Aledys Varelas Varelas, para pedir el otorgamiento de perjuicios morales a favor de sus consanguíneos, conforme a la parte motiva.
2. Niégase el amparo de los derechos constitucionales fundamentales al debido proceso, igualdad, acceso a la administración de justicia y reparación integral, invocados por los señores Édgar de Jesús Mejía Alfonso, Jhon Jairo Patiño Morales, Ermilsun de Jesús Muñoz Quintero, Jairo Sánchez Pineda, Diego Fernando Correa Loaiza, Orlando Jaramillo Gutiérrez, Otoniel Tamayo Madroñero y Wilson Aledys Varelas Varelas, en armonía con lo expuesto en la motivación.
3. Notifíquese esta providencia en la forma y término previstos en el artículo 30 del Decreto ley 2591 de 1991.

4. Si el presente fallo no fuere impugnado dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación como lo prevé el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Este proyecto fue estudiado y aprobado en sala de la fecha.

CARMELO PERDOMO CUÉTER

SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ

CÉSAR PALOMINO CORTÉS
� No especifican la fecha en que incoaron la demanda contencioso-administrativa.


� Sección tercera, sentencias de: (i) 11 de abril de 2016, expediente 50001-23-31-000-2000-20274-01; (ii) 27 de abril de 2016, expediente 25000-23-26-000-2011-00479-01; (iii) 13 de marzo de 2017, expediente 05001-23-31-000-2007-00359-01; y (iv) 12 de junio de 2017, expediente 05001-23-31-000-2006-03486-01. 


�  Como representante de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional. 


� Corte Constitucional, sentencia T-511 de 2017, M. P. Gloria Stella Delgado. 


� Sobre el particular pueden consultarse las siguientes providencias de la sala plena de lo contencioso-administrativo del Consejo de Estado: 1) 29 de enero de 1992, AC – 009, C. P. Dolly Pedraza de Arenas. 2) 31 de enero de 1992, AC – 016, C. P. Guillermo Chahín Lizcano. 3) 3 de febrero de 1992, AC – 015, C. P. Luis Eduardo Jaramillo. 4) 27 de enero de 1993, AC-429, C. P. Carlos Arturo Orjuela Góngora. 5) 29 de junio de 2004, exp. 2000-10203-01, C. P. Nicolás Pájaro Peñaranda. 6) 2 de noviembre de 2004, exp. 2004-0270-01, C. P. Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta. 7) 13 de junio de 2006, exp. 2004-03194-01, C. P. Ligia López Díaz. 8) 16 de diciembre de 2009, exp. 2009-00089-01, C. P. Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta.


� Expediente 11001-03-15-000-2009-01328-01. C. P. María Elizabeth García González.


� Entre otras, de esta subsección pueden consultarse las siguientes providencias: 1) 28 de agosto de 2008, exp. 2008-00779-00, C. P. Gerardo Arenas Monsalve. 2) 22 de octubre de 2009, exp. 2009-00888-00, C. P. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 3) 22 de octubre de 2009, exp. 2009-00889-00, C. P. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 4) 3 de febrero de 2010, exp. 2009-01268-00, C. P. Gerardo Arenas Monsalve. 5) 25 de febrero de 2010, exp. 2009-01082-01, C. P. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 6) 19 de mayo de 2010, exp. 2010-00293-00, C. P. Gerardo Arenas Monsalve. 6) 28 de junio de 2011, exp. 2010-00540-00, C. P. Gerardo Arenas Monsalve. 7) 30 de noviembre de 2011, exp. 2011-01218-00, C. P. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 8) 2 de febrero de 2012, exp. 2011-01581-00, C. P. Gerardo Arenas Monsalve. 9) 23 de febrero de 2012, exp. 2011-01741-00, C. P. Víctor Hernando Alvarado Ardila. 10) 15 de marzo de 2012, exp. 2012-00250-00, C. P. Gerardo Arenas Monsalve.


� Notificada por edicto desfijado el 19 de junio de 2018.


� Sección tercera, sentencias de: (i) 11 de abril de 2016, expediente 05001-23-31-000-2000-20274-01; (ii) 27 de abril de 2016, expediente 25000-23-26-000-2011-00479-01; (iii) 13 de marzo de 2017, expediente 05001-23-31-000-2007-00359-01; y (iv) 12 de junio de 2017, expediente 05001-23-31-000-2006-03486-01. 


� Sentencia T-360 de 2014: «[…] En este orden de ideas, el precedente constitucional puede llegar a desconocerse cuando: (i) se aplican disposiciones legales que han sido declaradas inexequibles por sentencias de control de constitucionalidad, (ii) se contraría la ratio decidendi de sentencias de control de constitucionalidad, especialmente la interpretación de un precepto que la Corte ha señalado es la que debe acogerse a la luz del texto superior, o (iii) se desconoce la parte resolutiva de una sentencia de exequibilidad condicionada, o (iv) se desconoce el alcance de los derechos fundamentales fijado por la Corte Constitucional a través de la ratio decidendi de sus sentencias de control de constitucionalidad o de revisión de tutela».


� Ver sentencia T-087 de 2007, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa. Ver también, sentencias T-193 de 1995 M. P. Carlos Gaviria Díaz, T-1625 de 2000 M. P. Martha Victoria Sáchica Méndez, T-522 de 2001 M. P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-462 de 2003 M. P. Eduardo Montealegre Lynnet, T-292 de 2006 M. P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-436 de 2009 M. P. Humberto Antonio Sierra Porto, T-161 de 2010 M. P. Jorge Iván Palacio y SU-448 de 2011 M. P. Mauricio González Cuervo.


� Ver entre otras, sentencias T-049 de 2007 M. P. Clara Inés Vargas Hernández, T-464 y T-794 de 2011 M. P. Jorge Iván Palacio y C-634 de 2011 M. P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Corte Constitucional, sentencia T-737 de 2015, M. P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� MARINON, Luiz Guilherme. El precedente en la dimensión de la Seguridad Jurídica. Ius et Praxis, 2012, vol. 18, no 1, p. 249-266.


� Sentencia SU-053 de 2015. M. P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� ARRÁZOLA JARAMILLO, Fernando. La seguridad jurídica ante la obligatoriedad del precedente judicial y la constitucionalización del derecho. Universidad de los Andes. Revista de Derecho Público. 34, 1-28, Enero de 2015. ISSN: 19097778.


� Sentencia T-292 de 2006. M. P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Sentencia T-714 de 2013.


� Sentencia T-794 de 2011. 


� Sentencias T-360 de 2014 y Sentencia SU-298 de 2015 Op. Cit. “sin duda, el precedente es una herramienta que cohesiona el sistema judicial porque conecta las decisiones individuales a través de una misma línea argumentativa para la resolución de los mismos asuntos. Conecta las decisiones de un mismo nivel jerárquico con las de los funcionarios superiores. Al respecto se distingue entonces el precedente horizontal que ‘supone que, en principio, un juez –individual o colegiado- no puede separarse del precedente fijado en sus propias sentencias’, del vertical que implica ‘que los jueces no se pueden apartar del precedente establecido por las autoridades judiciales con atribuciones superiores, particularmente por las altas cortes.’”


� Sentencia T-360 de 2014. 


� En palabras de la Corte Constitucional: «La misma Corte Suprema de Justicia también ha señalado que la adopción de la Constitución de 1991 produjo un cambio en la percepción del derecho y particularmente del sentido de la expresión “ley”, pues la Constitución se convierte en una verdadera norma jurídica que debe servir como parámetro de control de validez de las decisiones judiciales y como guía de interpretación de las normas de inferior jerarquía». Cfr. Sentencia C-372 de 2011.


� Cfr. sentencia T-794 de 2011, M. P. Jorge Iván Palacio: «[…] el juez (singular o colegiado) sólo puede apartarse de la regla de decisión contenida en un caso anterior cuando demuestre y cumpla los siguientes requisitos: 


(i) Debe hacer referencia al precedente que abandona, lo que significa que no puede omitirlo o simplemente pasarlo inadvertido como si nunca hubiera existido (principio de transparencia). 


(ii) En segundo lugar, debe ofrecer una carga argumentativa seria, mediante la cual explique de manera suficiente y razonada los motivos por los cuales considera que es necesario apartarse de sus propias decisiones o de las adoptadas por un juez de igual o superior jerarquía (principio de razón suficiente) […]».


� Consejo de Estado, sección primera, sentencia de 7 de marzo de 2013, M.P. María Claudia Rojas Lasso, expediente: 11001-03-15-000-2013-00131-00 (AC).


� Sentencia T-737 de 2015, M. P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Casos: Cepeda Vargas contra Colombia, Masacre de Plan de Sánchez contra Guatemala, Myrna Mack Chang contra Guatemala, entre otros.


� Sección tercera, subsección A, sentencia de 27 de abril de 2016, C. P. Hernán Andrade Rincón, expediente 25000-23-26-000-2011-00479-01.


� Sección tercera, subsección C, sentencia de 20 de octubre de 2014, C. P. Enrique Gil Botero, expediente: 05001-23-31-000-2004-04210-01.


� Sección tercera, subsección A, sentencia de 27 de abril de 2016, C. P. Hernán Andrade Rincón, expediente 25000-23-26-000-2011-00479-01.


� Inciso 7.º del artículo 8.º de la Ley 975 de 2005: «Se entiende por reparación simbólica toda prestación realizada a favor de las víctimas o de la comunidad en general que tienda a asegurar la preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos victimizantes, la aceptación pública de los hechos, el perdón público y el restablecimiento de la dignidad de las víctimas».


� Sección tercera, sentencia de 28 de agosto de 2014, M. P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, expediente: 66001-23-31-000-2001-00731-01.


� Consejo de Estado, sección tercera, subsección C, sentencia de 20 de octubre de 2014, expediente 05001-23-31-000-2004-04210-01.


� Sección tercera, sentencias de: (i) 11 de abril de 2016, expediente 05001-23-31-000-2000-20274-01; (ii) 27 de abril de 2016, expediente 25000-23-26-000-2011-00479-01; (iii) 13 de marzo de 2017, expediente 05001-23-31-000-2007-00359-01; y (iv) 12 de junio de 2017, expediente 05001-23-31-000-2006-03486-01. 


� Sección tercera, subsección A, C. P. Hernán Andrade Rincón, expediente 25000-23-26-000-2011-00479-01.


� Sección tercera, subsección A, C. P. Carlos Alberto Zambrano Barrera, expediente 05001-23-31-000-2007-00359-01.


� Sección tercera, subsección A, C. P. Marta Nubia Velásquez Rico, expediente 05001-23-31-000-2006-03486-01.


� Consejo de Estado, sección tercera, subsección C, C. P. Olga Mélida Valle De de la Hoz, expediente 05001-23-31-000-2000-20274-01.


� Criterios fijados sobre una materia que se emplean como instrumentos de interpretación con el fin de solucionar controversias relacionadas con muertes, lesiones, etc.


� Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (aprobada en Colombia por medio de la Ley 409 de 1997).


� Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (aprobada en nuestro país mediante la Ley 707 de 2001).


� Caso Barrios Altos contra el Estado de Perú: «Esta Corte considera que son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos».


� Convención de Belem do Pará (aprobada en Colombia a través de la Ley 248 de 1995).


� Consejo de Estado, sección tercera, subsección C, sentencia de 20 de octubre de 2014, expediente 05001-23-31-000-2004-04210-01.






